Carátula 


SEÑOR ATCHUGARRY.- También nosotros habíamos pedido la opinión del señor Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto a propósito de agregar algunas normas a las numerosas que ya existen en materia de contralor de las empresas 
comerciales del Estado y de las que, a su vez, los funcionarios constituyen, gestionan o participan. Sobre ambos temas me 
reafirmo en decir que, seguramente, no hay mecanismo exento de crítica, y también está bastante claro que, como el propio señor 
Director ha dicho, algunas empresas del Estado están pidiendo mecanismos parecidos. Por lo tanto, vale la pena pensar un poco 
más en esto. 


SEÑOR COURIEL.- Si entendí bien, el señor Senador Atchugarry ha pedido opinión al contador Davrieux sobre contralor de las 
empresas públicas. ¿Es así? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Entonces, si el contador Davrieux está en condiciones -y aclaro que no tiene por qué ser hoy- me gustaría 
conocer su opinión acerca de qué ocurre con las empresas públicas, así como del contralor que ejerce el Tribunal de Cuentas 
sobre el Presupuesto, los balances, normas de auditoría y licitaciones. También me gustaría saber si tiene alguna idea, desde su 
experiencia, acerca del funcionamiento de estas empresas. 


¿Por qué digo esto? Mi preocupación viene por lo siguiente. Hay empresas que han hecho malas inversiones. Probablemente, el 
ejemplo más típico de esto sea el de ANCAP en la Argentina. Entonces, uno se empieza a preguntar sobre el grado de autonomía 
que tienen estas empresas para hacer esas inversiones, el grado de contralor que deberían tener -si es que ello debe ocurrir- ese 
contralor a cargo de quién debe estar y qué disposiciones legales existen pero no se utilizan. 


En fin, estoy tratando de plantear algo genérico para que el señor Director nos dé su opinión, si es que ello es posible. Creo que 
sobre el tipo de endeudamiento hay controles, pero uno tiene la sensación de que en este momento las empresas públicas pueden 
hacer lo que quieran sin que existan los controles necesarios. Y el tema es que a veces funcionan bien, pero otras no. Por eso es 
que me gustaría una opinión desde ese punto de vista, para poder adelantar un poco y no porque haya un proyecto de ley arriba de 
la mesa, aunque podríamos traer alguna idea en la materia. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Tengo entendido, no respecto a la empresa pública en sí misma, pero sí a las inversiones que ésta hace, que 
hay un proyecto de ley. 


SEÑOR COURIEL.- Que presentamos nosotros. 
SEÑOR DAVRIEUX.- Pero ese no se refiere estrictamente al control o supervisión de la empresa pública. 


En las empresas públicas, como en todos los entes públicos, rige el principio del Derecho Administrativo en cuanto a que no tienen 
libertad para hacer lo que quieran, sino que sólo pueden hacer lo que está establecido en las disposiciones legales que habilitan lo 
que es de su competencia. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Lo dice la Constitución. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Dos Senadores abogados confirman que esto es así. Repito que no pueden hacer lo que quieran, sino lo que 
las leyes autorizan. Por ejemplo, la empresa OSE no tiene autorización para hacer una sociedad en el extranjero, o cosa por el 
estilo. 


Ahora bien, hay normas que establecen que algunas empresas pueden asociarse en el país o en el extranjero, con autorización 
previa o no del Poder Ejecutivo. En el caso de que lo establezca el Poder Ejecutivo, tiene que haber una resolución de éste 
actuando con el Ministerio competente que corresponde al área, por la que se autoriza la inversión. Ese es el principio general de 
cuándo lo pueden hacer, y en el ejemplo que manejó el señor Senador Couriel hubo una autorización del Poder Ejecutivo a efectuar 
la inversión. 


Los contralores a que están sujetos son varios. En primer lugar, el Presupuesto tiene que ser aprobado por el Poder Ejecutivo con 
asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, de acuerdo con lo que establece el artículo 221; para endeudarse en 
el exterior, debe tener autorización del Poder Ejecutivo, conforme a lo que determina el artículo 275. Para las inversiones en el 
exterior solicitamos y hemos obtenido que se nos informen los resultados. Por ejemplo, así hemos hecho con la empresa UTE con 
respecto a sus inversiones en Argentina y los resultados que ha venido obteniendo. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Quién la solicita? 


SEÑOR DAVRIEUX.- El Poder Ejecutivo, que a veces está representado por el Ministerio de enlace, o la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, como asesora de aquél. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Eso es previo a la inversión o se piden los resultados de ella? 


SEÑOR DAVRIEUX.- No puedo hablar por todos los órganos del Estado. En este caso, que no es como el anterior, en el que sí 
tenía instrucciones del Poder Ejecutivo, sólo puedo decir lo que hace la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que es un órgano 
asesor y no vinculante ni preceptivo en esta materia. Lo que preceptúan las leyes es la autorización del Poder Ejecutivo y no que 
tenga que ser informado por la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Por lo tanto, no puedo informar, por ejemplo, el trámite de 
esa inversión de ANCAP, porque no pasó por la OPP. 


Los controles que tienen los entes autónomos y servicios descentralizados, que son los organismos del artículo 221, están a cargo 
del Tribunal de Cuentas, que es el que controla básicamente la legalidad del gasto. Desde la Administración anterior, y de modo 


más extensivo desde la actual, se ha establecido una auditoría externa privada complementaria. Asimismo, se hace un control por 
parte de los Ministerios, de la Secretaría de la Presidencia y de la OPP, de las actas de los Directorios en materia de resoluciones. 
Esos controles de los actos de los Entes pueden dar lugar -y así ha ocurrido en estos días- a observaciones y suspensiones de 
actos, lo que no quiere decir que se pueda controlar cada medida, puesto que muchas veces no da el tiempo para leer en su 
totalidad las actas. También tenemos la Rendición de Cuentas, en donde analizamos los desvíos y sugerimos las medidas a 
tomarse. Eso sí, las Rendiciones de Cuenta son analizadas por la OPP y se asesora al Poder Ejecutivo acerca de si corresponde 
establecer alguna directiva al Organismo. 


Básicamente, esos son los controles que existen, y cuando se pasa a una inversión privada, rige la Ley N* 17.292 -la llamada 
Segunda Ley de Urgencia- en sus artículos 7 y 8%, que estableció -precisamente, por este tipo de preocupaciones- que 
preceptivamente tiene que haber una sindicatura, en donde tenga intervención la empresa pública, la que también informará al 
Poder Ejecutivo sobre lo que está ocurriendo con la inversión. 


SEÑOR GALLINAL.- Eso no se cumple. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Esa norma entró recientemente en vigencia. La norma reglamentaria que se dictó es muy genérica y 
establece que quien debe ver las condiciones en las cuales se cumplía lo dispuesto en los artículos 7* y 8% es la Auditoría General 
de la Nación, que depende del Ministerio de Economía y Finanzas. No tengo conocimiento de que haya salido esa reglamentación. 


SEÑOR GALLINAL.- A mi entender, la misma Ley establecía un plazo de 90 días para informar sobre las asociaciones que se 
habían realizado previamente pero, hasta el momento, dicha información no se han brindado ni se ha puesto en conocimiento del 
Poder Ejecutivo, tal como figura en la Ley de Urgente Consideración. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Señor Presidente: lo que sucede es que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto no puede saber todo lo 
que presentaron las empresas al Poder Ejecutivo, porque eso se ingresa a través de cada Ministerio. Por ejemplo, ANTEL lleva a 
cabo esa tarea a través del Ministerio de Defensa Nacional mientras que OSE y el Banco Hipotecario hacen lo propio por medio del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; casi todas las Carteras tienen alguna empresa pública adjunta. 
Sí conozco algunos casos en los que se envió una copia a la Oficina de Planeamiento y Presupuesto como sucedió con UTE, que 
informó sobre la forma en que se estaba cumpliendo con dichos artículos. Esto quiere decir que, por lo menos, alguno lo está 
cumpliendo, aunque no puedo decir que todos lo estén haciendo. 


Según lo disponga la Presidencia, puedo continuar con el tema relativo al proyecto de ley presentado por los señores Senadores 
del Encuentro Progresista. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Quería dar una información al señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y a la 
Comisión con respecto a algunas ideas que ya habíamos comentado con el doctor Davrieux. Efectivamente, hemos hecho nuestro 
un proyecto que está relacionado con el mismo asunto y sería sustitutivo del que estábamos estudiando en Comisión, aunque con 
las mismas ideas. Simplemente, quería poner al corriente al señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto porque, 
quizás, al mismo tiempo que hace un comentario sobre el otro proyecto, quiera referirse a éste. 


SEÑOR DAVRIUEX.- Señor Presidente: este proyecto de ley llamado Sociedades Comerciales en las que las entidades estatales 
sean tenedoras de acciones o titulares de participación, a mi entender, en los hechos va un poco más allá de las entidades 
estatales, pues se refiere a todas las personas de derecho público, incluso, a las no estatales. Por lo menos, de la lectura surge 
que se requiere tanto para los organismos estatales, es decir los pertenecientes al artículo 221, como para los no estatales, que 
son las personas públicas no estatales o paraestatales. Ese es un primer comentario que hace más amplio el proyecto y que no 
sólo se refiere a los once o doce Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, sino que se remite a un número muy importante 
de personas públicas. Cabe indicar que depende de su estado; digo esto, porque alguna no se ha formado, como la Administradora 
del Mercado Eléctrico y otras están en proceso de clausura, como el Instituto Nacional de Abastecimiento. Si las contamos todas, 
existen 24, algunas de ellas realmente pequeñas y con inversiones muy reducidas donde el capital total que se invierte no puede 
ser más de un total -no me refiero a la inversión pública- de U$S 10.000 o U$S 20.000. Quiere decir que este enfoque no se refiere 
sólo a las grandes empresas públicas, sino también a las empresas públicas y a la públicas no estatales que, en definitiva, transitan 
dentro del ámbito privado y se rigen por el derecho privado. Son públicas por su creación legal, pero todo su personal y su 
funcionamiento se rige por el derecho privado. 


En ese caso, el proyecto de ley prevé tres tipos de elementos. Uno de ellos es que deben presentar los activos, es decir, los 
estados contables; el segundo, es el hecho de que esos estados contables deben tener auditoría externa, acompañado por un 
dictamen sobre la validez de las cifras y, el último, es que esos estados deben ser publicados en diarios de circulación. 


Quería señalar este punto porque entiendo que, por una razón de economía de las empresas, estos dos últimos elementos en el 
caso de las micro y pequeñas empresas es prohibitivo, ya que posiblemente la publicación de los balances represente un gasto 
mayor que el capital de la empresa. Entonces, entiendo que sería conveniente separar este proyecto de ley en dos partes si se 
entiende que lo deseable es tener información -creo que esto es así- de cualquier empresa, sea cual sea la dimensión y el monto 
de la inversión realizada por el Estado. Es posible pensar -y no debería constituir un costo en casi ningún sentido de la palabra- que 
este tipo de personas de derecho público donde el Estado haga inversiones -de esta manera quiero englobar a los Entes 
Autónomos, los Servicios Descentralizados y Entes Paraestatales- cualquiera sea su tamaño, deba presentar sus estados 
contables, es decir, estados patrimoniales, de pérdidas y ganancias. Sin embargo, a nuestro criterio, luego de haber analizado el 
proyecto, los otros dos componentes -por supuesto, los estados contables serán comunicados a la Asamblea General- que se 
refieren a la contratación de una auditoría externa y a la publicación en prensa -que tiene altos costos- deberían quedar limitados a 
las empresas donde el Estado tenga una participación superior a determinado monto y donde la importancia del patrimonio 
justifique ese gasto importante. Pienso que sería conveniente hacer esa discriminación. 


Por otra parte, todas las empresas en las cuales se tenga participación, en el país o en el exterior, deben presentar estados 
contables. En este sentido, estuvimos analizando los plazos. Este proyecto prevé un plazo de 120 días, pero me han informado que 
la ley de sociedades establece un plazo de 180 días para la presentación de los estados contables. Parecería, entonces, 
demasiado exigente establecer en este caso plazos más breves cuando pueden ser empresas muy importantes las que estemos 


considerando. De la misma manera que hay micro empresas, también están las más grandes del país, que podrían estar asociadas 
por importes muy elevados, por lo que nos parece que podría ser inconveniente limitar los plazos. 


Sería conveniente -esto no es una opinión del Poder Ejecutivo sino, exclusivamente, de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto; 
me gusta delimitar las cosas- que este proyecto, reitero, se separara en estos dos componentes: por un lado, que todas las 
empresas presenten los estados contables y que éstos sean comunicados a la Asamblea General y; por otro, que las empresas 
que tienen inversiones mayores por parte del Estado, cuenten con auditoría externa y efectúen la publicación de sus estados 
contables. Quizás valga la pena requerir un plazo para analizar esos estados contables y ver si hay alguna observación por parte 
del Poder Ejecutivo antes de que sean publicados, aunque es un tema opinable. 


Otro tema menor al que me quería referir es que se incluye a todas las personas públicas no estatales, pero existen algunas muy 
grandes y otras muy pequeñas. Por ejemplo, están las cajas de jubilaciones y no sé si la Caja de Profesionales, para el caso de la 
Torre de los Profesionales que se inaugura hoy, formó una sociedad a esos efectos; tampoco sé si la Caja Notarial ha formado 
sociedades para la explotación ganadera y demás. No tengo la menor duda de que la Corporación Nacional para el Desarrollo tiene 
participación en empresas grandes, así como también en pequeñas; se sabe que la empresa CONAPROLE, que es un Ente 
Público no estatal tiene inversiones en empresas no sólo nacionales, sino también internacionales. De esta manera, podemos 
encontrar centenares de empresas en las que, por diversas vías, hay participación. En este sentido, valdría la pena clasificar el 
material, estableciendo para las empresas chicas menos exigencias que para las más grandes. 


Otro tema que debemos pensar un poco más, es en qué medida esto se extiende a todas las personas públicas no estatales. En 
algunos casos se me plantean dudas en cuanto a que sea conveniente para ellas mismas tener esa calidad -como es el caso de 
CONAPROLE- porque, para poder accionar tanto en el comercio exterior como para obtener financiamiento para sus inversiones, 
su naturaleza jurídica supone una traba bastante importante. Más allá de que la empresa pueda ser una cooperativa, el estatuto 
público le significa una traba. 


No sé si se ha pensado esto; COCAP, el IMPO, el Plan Agropecuario, el INIA, el INASE y el Instituto Nacional de Carnes son casos 
de personas públicas no estatales, por lo que deberían presentar los balances en cada sociedad. Estuvimos analizando este tema y 
nos dimos cuenta que esto creaba verdaderas biblias de estados contables a ser publicados eventualmente. 


SEÑOR GARGANO.- Respecto al último razonamiento que hacía el contador Davrieux, quiero decir que es cierto que se plantea la 
publicación, pero el Presupuesto General de la Nación dispone que deben remitir anualmente sus estados de cuentas y sus 
balances a la Asamblea General. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Los balances y estados de cuentas de las personas públicas no estatales, pero no de sus inversiones. 


SEÑOR GARGANO.- Igualmente, deben constar dentro de sus balances, porque si están en sus activos, deben figurar. 
Simplemente, lo digo a título de aclaración para no hacer de esto un mundo. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Recogiendo esas ideas, dejamos para el análisis posterior de la Comisión un planteo en esos términos, 
que hemos hecho nuestro, porque no somos quienes lo han escrito. Nos parece que ello es convincente, sobre todo, apuntando a 
complementar esa obligación a la que hacía referencia el señor Senador Gargano, con el deber, además, de remitir los balances de 
las empresas cuando haya alguna inversión. Al mismo tiempo, planteamos hacer la distinción que señalaba el contador Davrieux en 
el sentido de reservar los controles más costosos cuando el monto del asunto merezca la pena. En cualquier caso, sólo se trata de 
un aporte a la consideración de la Comisión, en la que todos tenemos el buen ánimo de dar los instrumentos de control que sean 
necesarios en este nuevo tipo de situaciones. No es demasiado antigua la facultad de las empresas del Estado de invertir en 
empresas comerciales nuevas. Entonces, como hay buen ánimo en ese sentido, proponemos que se den los controles que se 
solicitan. A nuestro juicio, aquí hay un texto que simplifica todo este procedimiento, tal como lo ha expresado el contador Davrieux, 
y que dejamos a consideración de la Comisión. 


SEÑOR RUBIO.- Adelanto que voy a tener que retirarme de la Comisión; no sabía que íbamos a considerar este proyecto de ley en 
el día de hoy. De todas formas, quiero decir que parecería que hay puntos que quedan pendientes. Digo esto, porque hay que 
examinar cuestiones relativas al tamaño y al carácter que puedan tener algunos organismos paraestatales. Pero hay un punto en el 
cual difieren los proyectos de ley y que me parece un poco más importante que los anteriores. Me refiero a si hay una participación 
del Tribunal de Cuentas en temas de auditoría, con relación a los estados contables de estos emprendimientos, por lo menos, los 
que se desarrollan en el país, en cuanto a la razonabilidad y a la consistencia de los mismos. En este caso, creo que hay distintas 
opciones en los proyectos de ley. Al respecto, no escuché referencias por parte del contador Davrieux. 


De manera que pido disculpas por tener que retirarme y luego leeré la versión taquigráfica para conocer la opinión del Director de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Efectivamente, no hice referencia a la intervención de auditoría externa o del Tribunal de Cuentas. En este 
sentido, me informan que los organismos de creación constitucional tienen competencia fijada por la Constitución. El Tribunal de 
Cuentas tiene competencias en la intervención del gasto en la Administración Pública, pero no en el control de balances privados. 
No sé si se entiende que por una interpretación legal de la Constitución, la competencia del Tribunal de Cuentas se puede extender 
a auditar empresas privadas. Como quedaba esa duda, preferimos poner "auditores externos" que, creo, es la redacción que se 
había dado. Además, junto con el texto presentado por el Encuentro Progresista, nos llegó una copia de una propuesta -a la que le 
llamaban "Atchugarry"- que, justamente, sustituía al Tribunal de Cuentas por una auditoría externa. La idea es que el Tribunal de 
Cuentas no intervenga en la actividad privada, pero ello puede modificarse si se resuelve que lo puede hacer. 


SEÑOR ASTORI.- Hay dos puntas del problema. Efectivamente, si estamos pensando en que se dé cuenta de los estados 
contables de aquellas sociedades en las que se participa, obviamente, me parece que el Tribunal de Cuentas no tiene potestades 
para intervenir y ahí se justifica una auditoría independiente, como la llama este proyecto de ley. Pero en cuanto al sector público, el 
Tribunal de Cuentas no sólo va a participar -debe participar, porque tiene competencias para hacerlo- sino que también tendrá que 
ejercer el control sobre aquella parte de la gestión pública que significa haber invertido en sociedades privadas, nacionales o 
internacionales. De modo que me parece que más que haber una oposición, hay un complemento de controles sobre la empresa 


pública o estatal de la que se trate y sobre la empresa privada, efectivamente, a cargo de auditores llamados independientes, 
externos, o como se desee. 


SEÑOR DAVRIEUX.- De acuerdo con lo expuesto por el señor Senador Astori, tengo entendido que varias personas públicas no 
estatales han objetado la intervención del Tribunal de Cuentas, en particular, las Cajas de Jubilaciones Notarial, Bancaria y de 
Profesionales Universitarios. 


SEÑOR ASTORI.- La Caja de Jubilaciones de Profesionales Universitarios tiene un viejo litigio con el ex Senador Mallo. 


SEÑOR DAVRIEUX.- Simplemente lo señalaba porque, tal vez, la Corporación Nacional para el Desarrollo sea un poco más estatal 
que las Cajas, las cuales se sienten bastante más autónomas y no sé si van a aceptar fácilmente ser intervenidas por el Tribunal de 
Cuentas. 


SEÑOR BRAUSE.- El tema hay que analizarlo con mucho cuidado desde el punto de vista jurídico-constitucional, y la línea de 
interpretación que formula el señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto me parece que es la correcta. Cuando la 
Constitución de la República establece que preceptúa las competencias del Tribunal de Cuentas, está diciendo, en forma expresa, 
que interviene en todo lo relativo a la gestión financiera de los órganos del Estado, Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y 
Servicios Descentralizados. Quiere decir que se refiere a personas jurídicas y organismos del Estado -no públicos, del Estado- que 
son distintos de aquellos organismos o personas jurídicas que, si bien son públicos, no son estatales. De manera que esa es una 
línea de interpretación que no hay que perder de vista, sin perjuicio, naturalmente, de razonar acorde con este proyecto de ley, que 
se refiere, sí, a los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, pero sólo en lo que atañe a aquellas inversiones que se hagan 
en asociación con empresas privadas. Este es otro tema en el que deberíamos analizar hasta qué punto interviene, o puede 
hacerlo, el Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia del señor Director de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 17 y 20 minutos.) 
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